
I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

3692 Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la 
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia 
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e internacional, 
requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer frente a esta 
coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren constituyen, sin duda, una 
crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud tanto por el muy elevado número 
de ciudadanos afectados como por el extraordinario riesgo para sus derechos.

El artículo cuarto, apartado b), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los 
estados de alarma, excepción y sitio, habilita al Gobierno para, en el ejercicio de las 
facultades que le atribuye el artículo 116.2 de la Constitución, declarar el estado de 
alarma, en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzcan crisis sanitarias que 
supongan alteraciones graves de la normalidad.

En este marco, las medidas previstas en la presente norma se encuadran en la 
acción decidida del Gobierno para proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, 
contener la progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública. Las 
medidas temporales de carácter extraordinario que ya se han adoptado por todos los 
niveles de gobierno deben ahora intensificarse sin demora para prevenir y contener el 
virus y mitigar el impacto sanitario, social y económico.

Para hacer frente a esta situación, grave y excepcional, es indispensable proceder a 
la declaración del estado de alarma.

Las medidas que se contienen en el presente real decreto son las imprescindibles 
para hacer frente a la situación, resultan proporcionadas a la extrema gravedad de la 
misma y no suponen la suspensión de ningún derecho fundamental, tal y como prevé el 
artículo 55 de la Constitución.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, del Ministro de Sanidad, 
de la Ministra de Defensa, y de los Ministros del Interior, y de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 14 
de marzo de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1. Declaración del estado de alarma.

Al amparo de lo dispuesto en el artículo cuarto, apartados b) y d), de la Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, se declara el 
estado de alarma con el fin de afrontar la situación de emergencia sanitaria provocada 
por el coronavirus COVID-19.

Artículo 2. Ámbito territorial.

La declaración de estado de alarma afecta a todo el territorio nacional.
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Artículo 3. Duración.

La duración del estado de alarma que se declara por el presente real decreto es de 
quince días naturales.

Artículo 4. Autoridad competente.

1. A los efectos del estado de alarma, la autoridad competente será el Gobierno.
2. Para el ejercicio de las funciones a que se hace referencia en este real decreto, 

bajo la superior dirección del Presidente del Gobierno, serán autoridades competentes 
delegadas, en sus respectivas áreas de responsabilidad:

a) La Ministra de Defensa.
b) El Ministro del Interior.
c) El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.
d) El Ministro de Sanidad.

Asimismo, en las áreas de responsabilidad que no recaigan en la competencia de 
alguno de los Ministros indicados en los párrafos a), b) o c), será autoridad competente 
delegada el Ministro de Sanidad.

3. Los Ministros designados como autoridades competentes delegadas en este real 
decreto quedan habilitados para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones interpretativas que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios 
para garantizar la prestación de todos los servicios, ordinarios o extraordinarios, en orden a 
la protección de personas, bienes y lugares, mediante la adopción de cualquiera de las 
medidas previstas en el artículo once de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Los actos, disposiciones y medidas a que se refiere el párrafo anterior podrán 
adoptarse de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y locales 
competentes, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso y deberán prestar 
atención a las personas vulnerables. Para ello, no será precisa la tramitación de 
procedimiento administrativo alguno.

4. Durante la vigencia del estado de alarma queda activado el Comité de Situación previsto 
en la disposición adicional primera de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad 
Nacional, como órgano de apoyo al Gobierno en su condición de autoridad competente.

Artículo 5. Colaboración con las autoridades competentes delegadas.

1. Los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, los Cuerpos 
de Policía de las comunidades autónomas y de las corporaciones locales quedarán bajo 
las órdenes directas del Ministro del Interior, a los efectos de este real decreto, en cuanto 
sea necesario para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles 
servicios extraordinarios por su duración o por su naturaleza.

2. Los agentes de la autoridad podrán practicar las comprobaciones en las 
personas, bienes, vehículos, locales y establecimientos que sean necesarias para 
comprobar y, en su caso, impedir que se lleven a cabo los servicios y actividades 
suspendidas en este real decreto, salvo las expresamente exceptuadas. Para ello, 
podrán dictar las órdenes y prohibiciones necesarias y suspender las actividades o 
servicios que se estén llevando a cabo.

A tal fin, la ciudadanía tiene el deber de colaborar y no obstaculizar la labor de los 
agentes de la autoridad en el ejercicio de sus funciones.

3. En aquellas comunidades autónomas que cuenten con cuerpos policiales 
propios, las Comisiones de Seguimiento y Coordinación previstas en las respectivas 
Juntas de Seguridad establecerán los mecanismos necesarios para asegurar lo señalado 
en los dos apartados anteriores.

4. Los servicios de intervención y asistencia en emergencias de protección civil 
definidos en el artículo 17 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de 
Protección Civil, actuarán bajo la dependencia funcional del Ministro del Interior.
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5. El Ministro del Interior podrá dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e 
instrucciones que considere necesarias a todos los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada.

6. Para el eficaz cumplimiento de las medidas incluidas en el presente real decreto, 
las autoridades competentes delegadas podrán requerir la actuación de las Fuerzas 
Armadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 15.3 de la Ley Orgánica 5/2005, 
de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional.

Artículo 6. Gestión ordinaria de los servicios.

Cada Administración conservará las competencias que le otorga la legislación 
vigente en la gestión ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime 
necesarias en el marco de las órdenes directas de la autoridad competente a los efectos 
del estado de alarma y sin perjuicio de lo establecido en los artículos 4 y 5.

Artículo 7. Limitación de la libertad de circulación de las personas.

1. Durante la vigencia del estado de alarma las personas únicamente podrán 
circular por las vías de uso público para la realización de las siguientes actividades:

a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad.
b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios.
c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, 

profesional o empresarial.
d) Retorno al lugar de residencia habitual.
e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con 

discapacidad o personas especialmente vulnerables.
f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros.
g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad.
h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza que habrá de hacerse 

individualmente, salvo que se acompañe a personas con discapacidad o por otra causa 
justificada.

2. Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de 
uso público para la realización de las actividades referidas en el apartado anterior o para 
el repostaje en gasolineras o estaciones de servicio.

3. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las 
recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades sanitarias.

4. El Ministro del Interior podrá acordar el cierre a la circulación de carreteras o 
tramos de ellas por razones de salud pública, seguridad o fluidez del tráfico o la 
restricción en ellas del acceso de determinados vehículos por los mismos motivos.

Cuando las medidas a las que se refieren los párrafos anteriores se adopten de oficio 
se informará previamente a las administraciones autonómicas que ejercen competencias 
de ejecución de la legislación del Estado en materia de tráfico, circulación de vehículos y 
seguridad vial.

Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en materia de tráfico, 
circulación de vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre la población de 
las medidas que puedan afectar al tráfico rodado.

Artículo 8. Requisas temporales y prestaciones personales obligatorias.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo once b) de la Ley Orgánica 4/1981, 
de 1 de junio, las autoridades competentes delegadas podrán acordar, de oficio o a solicitud 
de las comunidades autónomas o de las entidades locales, que se practiquen requisas 
temporales de todo tipo de bienes necesarios para el cumplimiento de los fines previstos en 
este real decreto, en particular para la prestación de los servicios de seguridad o de los 
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operadores críticos y esenciales. Cuando la requisa se acuerde de oficio, se informará 
previamente a la Administración autonómica o local correspondiente.

2. En los mismos términos podrá imponerse la realización de prestaciones personales 
obligatorias imprescindibles para la consecución de los fines de este real decreto.

Artículo 9. Medidas de contención en el ámbito educativo y de la formación.

1. Se suspende la actividad educativa presencial en todos los centros y etapas, 
ciclos, grados, cursos y niveles de enseñanza contemplados en el artículo 3 de la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, incluida la enseñanza universitaria, así 
como cualesquiera otras actividades educativas o de formación impartidas en otros 
centros públicos o privados.

2. Durante el período de suspensión se mantendrán las actividades educativas a 
través de las modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible.

Artículo 10. Medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, 
equipamientos culturales, establecimientos y actividades recreativos, actividades de 
hostelería y restauración, y otras adicionales.

1. Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, a 
excepción de los establecimientos comerciales minoristas de alimentación, bebidas, 
productos y bienes de primera necesidad, establecimientos farmacéuticos, médicos, ópticas 
y productos ortopédicos, productos higiénicos, peluquerías, prensa y papelería, combustible 
para la automoción, estancos, equipos tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos 
para animales de compañía, comercio por internet, telefónico o correspondencia, tintorerías 
y lavanderías. Se suspende cualquier otra actividad o establecimiento que a juicio de la 
autoridad competente pueda suponer un riesgo de contagio.

2. La permanencia en los establecimientos comerciales cuya apertura esté 
permitida deberá ser la estrictamente necesaria para que los consumidores puedan 
realizar la adquisición de alimentos y productos de primera necesidad, quedando 
suspendida la posibilidad de consumo de productos en los propios establecimientos.

En todo caso, se evitarán aglomeraciones y se controlará que consumidores y 
empleados mantengan la distancia de seguridad de al menos un metro a fin de evitar 
posibles contagios.

3. Se suspende la apertura al público de los museos, archivos, bibliotecas, 
monumentos, así como de los locales y establecimientos en los que se desarrollen 
espectáculos públicos, las actividades deportivas y de ocio indicados en el anexo del 
presente real decreto.

4. Se suspenden las actividades de hostelería y restauración, pudiendo prestarse 
exclusivamente servicios de entrega a domicilio.

5. Se suspenden asimismo las verbenas, desfiles y fiestas populares.

Artículo 11. Medidas de contención en relación con los lugares de culto y con las 
ceremonias civiles y religiosas.

La asistencia a los lugares de culto y a las ceremonias civiles y religiosas, incluidas 
las fúnebres, se condicionan a la adopción de medidas organizativas consistentes en 
evitar aglomeraciones de personas, en función de las dimensiones y características de 
los lugares, de tal manera que se garantice a los asistentes la posibilidad de respetar la 
distancia entre ellos de, al menos, un metro.

Artículo 12. Medidas dirigidas a reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el 
territorio nacional.

1. Todas las autoridades civiles sanitarias de las administraciones públicas del 
territorio nacional, así como los demás funcionarios y trabajadores al servicio de las 
mismas, quedarán bajo las órdenes directas del Ministro de Sanidad en cuanto sea 
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necesario para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles 
servicios extraordinarios por su duración o por su naturaleza.

2. Sin perjuicio de lo anterior, las administraciones públicas autonómicas y locales 
mantendrán la gestión, dentro de su ámbito de competencia, de los correspondientes 
servicios sanitarios, asegurando en todo momento su adecuado funcionamiento. El 
Ministro de Sanidad se reserva el ejercicio de cuantas facultades resulten necesarias 
para garantizar la cohesión y equidad en la prestación del referido servicio.

3. En especial, se asegurará la plena disposición de las autoridades civiles 
responsables del ámbito de salud pública, y de los empleados que presten servicio en el 
mismo.

4. Estas medidas también garantizarán la posibilidad de determinar la mejor 
distribución en el territorio de todos los medios técnicos y personales, de acuerdo con las 
necesidades que se pongan de manifiesto en la gestión de esta crisis sanitaria.

5. Las autoridades competentes delegadas ejercerán sus facultades a fin de 
asegurar que el personal y los centros y establecimiento sanitarios de carácter militar 
contribuyan a reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el territorio nacional.

6. Asimismo, el Ministro de Sanidad podrá ejercer aquellas facultades que resulten 
necesarias a estos efectos respecto de los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios de titularidad privada.

Artículo 13. Medidas para el aseguramiento del suministro de bienes y servicios 
necesarios para la protección de la salud pública.

El Ministro de Sanidad podrá:

a) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento del mercado y 
el funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el 
desabastecimiento de productos necesarios para la protección de la salud pública.

b) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o 
locales de cualquier naturaleza, incluidos los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios de titularidad privada, así como aquellos que desarrollen su actividad en el 
sector farmacéutico.

c) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones 
personales obligatorias en aquellos casos en que resulte necesario para la adecuada 
protección de la salud pública, en el contexto de esta crisis sanitaria.

Artículo 14. Medidas en materia de transportes.

1. En relación con todos los medios de transporte, cualquiera que sea la 
Administración competente sobre los mismos, se aplicará lo siguiente:

a) El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana queda habilitado para 
dictar los actos y disposiciones que, en la esfera específica de su actuación, sean 
necesarios para establecer condiciones a los servicios de movilidad, ordinarios o 
extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y lugares.

b) Los actos, disposiciones y medidas a que se refiere el párrafo a) anterior podrán 
adoptarse de oficio o a solicitud motivada de las autoridades autonómicas y locales 
competentes, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso. Para ello no será 
precisa la tramitación de procedimiento administrativo alguno.

2. Asimismo, se adoptan las siguientes medidas aplicables al transporte interior:

a) En los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios, aéreo y 
marítimo que no están sometidos a contrato público u obligaciones de servicio público 
(OSP), los operadores de transporte reducirán la oferta total de operaciones en, al menos, 
un 50 %. Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se podrá 
modificar este porcentaje y establecer condiciones específicas al respecto.
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b) Los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios, aéreo y 
marítimo de competencia estatal que están sometidos a contrato público u OSP 
reducirán su oferta total de operaciones en, al menos, los siguientes porcentajes:

i. Servicios ferroviarios de media distancia: 50 %.
ii. Servicios ferroviarios media distancia-AVANT: 50 %.
iii. Servicios regulares de transporte de viajeros por carretera: 50 %.
iv. Servicios de transporte aéreo sometidos a OSP: 50 %.
v. Servicios de transporte marítimo sometidos a contrato de navegación: 50 %.

Los servicios ferroviarios de cercanías mantendrán su oferta de servicios.
Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se podrán 

modificar los porcentajes de reducción de los servicios referidos anteriormente y 
establecer condiciones específicas al respecto. En esta resolución se tendrá en cuenta la 
necesidad de garantizar que los ciudadanos puedan acceder a sus puestos de trabajo y 
los servicios básicos en caso necesario.

c) Los servicios de transporte público de viajeros por carretera, ferroviarios y 
marítimo de competencia autonómica o local que están sometidos a contrato público u 
OSP, o sean de titularidad pública, mantendrán su oferta de transporte.

El Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y las autoridades 
autonómicas y locales con competencias en materia de transportes podrán establecer un 
porcentaje de reducción de servicios en caso de que la situación sanitaria así lo 
aconseje, así como otras condiciones específicas de prestación de los mismos.

Al adoptar estas medidas se tendrá en cuenta la necesidad de garantizar que los 
ciudadanos puedan acceder a sus puestos de trabajo y los servicios básicos en caso 
necesario.

d) Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos a), b) y c) se establecerán unos 
criterios específicos para el transporte entre la Península y los territorios no peninsulares, 
así como para el transporte entre islas.

e) En relación con todos los medios de transporte, los operadores de servicio de 
transporte de viajeros quedan obligados a realizar una limpieza diaria de los vehículos de 
transporte, de acuerdo con las recomendaciones que establezca el Ministerio de 
Sanidad.

f) Los sistemas de venta de billetes online deberán incluir durante el proceso de 
venta de los billetes un mensaje suficientemente visible en el que se desaconseje viajar 
salvo por razones inaplazables. Por orden del Ministro de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana se podrán establecer las características y contenido de este anuncio.

g) En aquellos servicios en los que el billete otorga una plaza sentada o camarote, 
los operadores de transporte tomarán las medidas necesarias para procurar la máxima 
separación posible entre los pasajeros.

3. Los operadores de transporte llevarán a cabo los ajustes necesarios para cumplir 
con los porcentajes establecidos en este artículo de la forma lo más homogéneamente 
posible entre los distintos servicios que prestan y podrán plantear al Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana cuantas cuestiones requieran interpretación o 
aclaración.

Si por razones técnicas u operativas no resulta viable la aplicación directa de los 
porcentajes establecidos desde el primer día, se deberá llevar a cabo el ajuste más 
rápido posible de los servicios, que no podrá durar más de cinco días.

4. Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se 
establecerán las condiciones necesarias para facilitar el transporte de mercancías en 
todo el territorio nacional, con objeto de garantizar el abastecimiento.

5. Las autoridades competentes delegadas podrán adoptar todas aquellas medidas 
adicionales necesarias para limitar la circulación de medios de transporte colectivos que 
resulten necesarias y proporcionadas para preservar la salud pública.
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Artículo 15. Medidas para garantizar el abastecimiento alimentario.

1. Las autoridades competentes delegadas adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar:

a) El abastecimiento alimentario en los lugares de consumo y el funcionamiento de 
los servicios de los centros de producción, permitiendo la distribución de alimentos desde 
el origen hasta los establecimientos comerciales de venta al consumidor, incluyendo 
almacenes, centros logísticos y mercados en destino. En particular, cuando resultara 
necesario por razones de seguridad, se podrá acordar el acompañamiento de los 
vehículos que realicen el transporte de los bienes mencionados.

b) Cuando sea preciso, el establecimiento de corredores sanitarios para permitir la 
entrada y salida de personas, materias primas y productos elaborados con destino o 
procedentes de establecimientos en los que se produzcan alimentos, incluidas las 
granjas, lonjas, fábricas de piensos para alimentación animal y los mataderos.

2. Asimismo, las autoridades competentes podrán acordar la intervención de 
empresas o servicios, así como la movilización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado y de las Fuerzas Armadas con el fin de asegurar el buen funcionamiento de lo 
dispuesto en el presente artículo.

Artículo 16. Tránsito aduanero.

Las autoridades competentes delegadas adoptarán las medidas necesarias para 
garantizar el tránsito aduanero en los puntos de entrada o puntos de inspección 
fronteriza ubicados en puertos o aeropuertos. A este respecto se atenderá de manera 
prioritaria los productos que sean de primera necesidad.

Artículo 17. Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del 
petróleo y gas natural.

Las autoridades competentes delegadas podrán adoptar las medidas necesarias 
para garantizar el suministro de energía eléctrica, de productos derivados del petróleo, 
así como de gas natural, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 24/2013, 
de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, y en los artículos 49 y 101 de la Ley 34/1998, 
de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos.

Artículo 18. Operadores críticos de servicios esenciales.

1. Los operadores críticos de servicios esenciales previstos en la Ley 8/2011, de 28 
de abril, por la que se establecen medidas para la protección de infraestructuras críticas, 
adoptarán las medidas necesarias para asegurar la prestación de los servicios 
esenciales que les son propios.

2. Dicha exigencia será igualmente adoptada por aquellas empresas y proveedores 
que, no teniendo la consideración de críticos, son esenciales para asegurar el 
abastecimiento de la población y los propios servicios esenciales.

Artículo 19. Medios de comunicación de titularidad pública y privada.

Los medios de comunicación social de titularidad pública y privada quedan obligados 
a la inserción de mensajes, anuncios y comunicaciones que las autoridades competentes 
delegadas, así como las administraciones autonómicas y locales, consideren necesario 
emitir.
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Artículo 20. Régimen sancionador.

El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de las autoridades competentes en el 
estado de alarma será sancionado con arreglo a las leyes, en los términos establecidos 
en el artículo diez de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Disposición adicional primera. Personal extranjero acreditado como miembro de las 
misiones diplomáticas.

Queda exceptuado de las limitaciones a la libertad de circulación el personal 
extranjero acreditado como miembro de las misiones diplomáticas, oficinas consulares y 
organismos internacionales sitos en España, tanto para desplazamientos dentro del 
territorio nacional, como a su país de origen o a terceros Estados, en los que se 
encuentre igualmente acreditado, siempre que se trate de desplazamientos vinculados al 
desempeño de funciones oficiales.

Disposición adicional segunda. Suspensión de plazos procesales.

1. Se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en 
las leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo de los plazos se 
reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, 
las prórrogas del mismo.

2. En el orden jurisdiccional penal la suspensión e interrupción no se aplicará a los 
procedimientos de habeas corpus, a las actuaciones encomendadas a los servicios de 
guardia, a las actuaciones con detenido, a las órdenes de protección, a las actuaciones 
urgentes en materia de vigilancia penitenciaria y a cualquier medida cautelar en materia 
de violencia sobre la mujer o menores.

Asimismo, en fase de instrucción, el juez o tribunal competente podrá acordar la 
práctica de aquellas actuaciones que, por su carácter urgente, sean inaplazables.

3. En relación con el resto de órdenes jurisdiccionales la interrupción a la que se 
refiere el apartado primero no será de aplicación a los siguientes supuestos:

a) El procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la 
persona previsto en los artículos 114 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, ni a la tramitación de las 
autorizaciones o ratificaciones judiciales previstas en el artículo 8.6 de la citada ley.

b) Los procedimientos de conflicto colectivo y para la tutela de los derechos 
fundamentales y libertades públicas regulados en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social.

c) La autorización judicial para el internamiento no voluntario por razón de trastorno 
psíquico prevista en el artículo 763 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

d) La adopción de medidas o disposiciones de protección del menor previstas en el 
artículo 158 del Código Civil.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, el juez o tribunal podrá 
acordar la práctica de cualesquiera actuaciones judiciales que sean necesarias para 
evitar perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos de las partes en el 
proceso.

Disposición adicional tercera. Suspensión de plazos administrativos.

1. Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la tramitación de los 
procedimientos de las entidades del sector público. El cómputo de los plazos se 
reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, 
las prórrogas del mismo.
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2. La suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector 
público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

3. No obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante 
resolución motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias 
para evitar perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el 
procedimiento y siempre que éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado 
manifieste su conformidad con que no se suspenda el plazo.

4. La presente disposición no afectará a los procedimientos y resoluciones a los 
que hace referencia el apartado primero, cuando estos vengan referidos a situaciones 
estrechamente vinculadas a los hechos justificativos del estado de alarma.

Disposición adicional cuarta. Suspensión de plazos de prescripción y caducidad.

Los plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos 
quedarán suspendidos durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, 
de las prórrogas que se adoptaren.

Disposición adicional quinta. Carácter de agente de la autoridad de los miembros de las 
Fuerzas Armadas.

De acuerdo con la disposición adicional tercera de la Ley 39/2007, de 19 de 
noviembre, de la Carrera Militar, en relación con los artículos 15.3 y 16 e) de la Ley 
Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, los miembros de las 
Fuerzas Armadas en el ejercicio de las funciones previstas en este real decreto tendrán 
carácter de agentes de la autoridad.

Disposición final primera. Ratificación de las medidas adoptadas por las autoridades 
competentes de las Administraciones Públicas.

1. Quedan ratificadas todas las disposiciones y medidas adoptadas previamente 
por las autoridades competentes de las comunidades autónomas y de las entidades 
locales con ocasión del coronavirus COVID-19, que continuarán vigentes y producirán 
los efectos previstos en ellas, siempre que resulten compatibles con este real decreto.

2. La ratificación contemplada en esta disposición se entiende sin perjuicio de la 
ratificación judicial prevista en el artículo 8.6.2.º de la Ley 29/1998, de 13 de julio.

Disposición final segunda. Habilitación.

Durante la vigencia del estado de alarma declarado por este real decreto el Gobierno 
podrá dictar sucesivos decretos que modifiquen o amplíen las medidas establecidas en 
este, de los cuales habrá de dar cuenta al Congreso de los Diputados de acuerdo con lo 
previsto en el artículo octavo.dos de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor en el momento de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 14 de marzo de 2020.

FELIPE R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia,
Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática,

CARMEN CALVO POYATO
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ANEXO

Relación de equipamientos y actividades cuya apertura al público queda 
suspendida con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10.3

Museos.
Archivos.
Bibliotecas.
Monumentos.
Espectáculos públicos.
Esparcimiento y diversión:

Café-espectáculo.
Circos.
Locales de exhibiciones.
Salas de fiestas.
Restaurante-espectáculo.
Otros locales o instalaciones asimilables a los mencionados.

Culturales y artísticos:

Auditorios.
Cines.
Plazas, recintos e instalaciones taurinas.

Otros recintos e instalaciones:

Pabellones de Congresos.
Salas de conciertos.
Salas de conferencias.
Salas de exposiciones.
Salas multiuso.
Teatros.

Deportivos:

Locales o recintos cerrados.
Campos de fútbol, rugby, béisbol y asimilables.
Campos de baloncesto, balonmano, balonvolea y asimilables.
Campos de tiro al plato, de pichón y asimilables.
Galerías de tiro.
Pistas de tenis y asimilables.
Pistas de patinaje, hockey sobre hielo, sobre patines y asimilables.
Piscinas.
Locales de boxeo, lucha, judo y asimilables.
Circuitos permanentes de motocicletas, automóviles y asimilables.
Velódromos.
Hipódromos, canódromos y asimilables.
Frontones, trinquetes, pistas de squash y asimilables.
Polideportivos.
Boleras y asimilables.
Salones de billar y asimilables.
Gimnasios.
Pistas de atletismo.
Estadios.
Otros locales, instalaciones o actividades asimilables a los mencionados.
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Espacios abiertos y vías públicas:

Recorridos de carreras pedestres.
Recorridos de pruebas ciclistas, motociclistas, automovilísticas y asimilables.
Recorridos de motocross, trial y asimilables.
Pruebas y exhibiciones náuticas.
Pruebas y exhibiciones aeronáuticas.
Otros locales, instalaciones o actividades asimilables a los mencionados.

Actividades recreativas:

De baile:

Discotecas y salas de baile.
Salas de juventud.

Deportivo-recreativas:
Locales o recintos, sin espectadores, destinados a la práctica deportivo-recreativa de 

uso público, en cualquiera de sus modalidades.

Juegos y apuestas:

Casinos.
Establecimientos de juegos colectivos de dinero y de azar.
Salones de juego.
Salones recreativos.
Rifas y tómbolas.
Otros locales e instalaciones asimilables a los de actividad recreativa de Juegos y 

apuestas conforme a lo que establezca la normativa sectorial en materia de juego.
Locales específicos de apuestas.

Culturales y de ocio:

Parques de atracciones, ferias y asimilables.
Parques acuáticos.
Casetas de feria.
Parques zoológicos.
Parques recreativos infantiles.

Recintos abiertos y vías públicas:

Verbenas, desfiles y fiestas populares o manifestaciones folclóricas.

De ocio y diversión:

Bares especiales:

Bares de copas sin actuaciones musicales en directo.
Bares de copas con actuaciones musicales en directo.

De hostelería y restauración:

Tabernas y bodegas.
Cafeterías, bares, café-bares y asimilables.
Chocolaterías, heladerías, salones de té, croissanteries y asimilables.
Restaurantes, autoservicios de restauración y asimilables.
Bares-restaurante.
Bares y restaurantes de hoteles, excepto para dar servicio a sus huéspedes.
Salones de banquetes.
Terrazas.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

3828 Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que se modifica el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Al amparo de la previsión contenida en la disposición final segunda del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, resulta necesario 
introducir modificaciones orientadas a reforzar la protección de la salud pública y 
asegurar el funcionamiento de servicios públicos esenciales.

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática y de los Ministros de 
Sanidad y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día 17 de marzo de 2020,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, queda 
redactado en los siguientes términos:

Uno. Se modifican el primer inciso y la letra h) del artículo 7.1, con la redacción 
siguiente:

«1. Durante la vigencia del estado de alarma las personas únicamente 
podrán circular por las vías o espacios de uso público para la realización de las 
siguientes actividades, que deberán realizarse individualmente, salvo que se 
acompañe a personas con discapacidad, menores, mayores, o por otra causa 
justificada».

«h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza.»

Dos. Se modifica el título y el apartado 1 del artículo 10, y se introduce un nuevo 
apartado 6, con la redacción siguiente:

«Artículo 10. Medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial, 
equipamientos culturales, establecimientos y actividades recreativas, 
actividades de hostelería y restauración, y otras adicionales.».

«1. Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos 
minoristas, a excepción de los establecimientos comerciales minoristas de 
alimentación, bebidas, productos y bienes de primera necesidad, establecimientos 
farmacéuticos, sanitarios, centros o clínicas veterinarias, ópticas y productos 
ortopédicos, productos higiénicos, prensa y papelería, combustible para la 
automoción, estancos, equipos tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos 
para animales de compañía, comercio por internet, telefónico o correspondencia, 
tintorerías, lavanderías y el ejercicio profesional de la actividad de peluquería a 
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domicilio. En cualquier caso, se suspenderá la actividad de cualquier 
establecimiento que, a juicio de la autoridad competente, pueda suponer un riesgo 
de contagio por las condiciones en las que se esté desarrollando.»

«6. Se habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las 
medidas, lugares, establecimientos y actividades enumeradas en los apartados 
anteriores, por razones justificadas de salud pública.»

Tres. Se modifica el apartado 4 del artículo 14, que queda redactado como sigue:

«4. Por resolución del Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
se establecerán las condiciones necesarias para facilitar el transporte de 
mercancías en todo el territorio nacional, con objeto de garantizar el 
abastecimiento y la entrega de productos adquiridos en el comercio por internet, 
telefónico o correspondencia.»

Cuatro. Se modifica el apartado 4 y se añaden dos nuevos apartados 5 y 6 a la 
disposición adicional tercera, con la redacción siguiente:

«4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, desde la 
entrada en vigor del presente real decreto, las entidades del sector público 
podrán acordar motivadamente la continuación de aquellos procedimientos 
administrativos que vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a 
los hechos justificativos del estado de alarma, o que sean indispensables para 
la protección del interés general o para el funcionamiento básico de los 
servicios.»

«5. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos a que se 
hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a los procedimientos 
administrativos en los ámbitos de la afiliación, la liquidación y la cotización de la 
Seguridad Social.»

«6. La suspensión de los términos y la interrupción de los plazos 
administrativos a que se hace referencia en el apartado 1 no será de aplicación a 
los plazos tributarios, sujetos a normativa especial, ni afectará, en particular, a los 
plazos para la presentación de declaraciones y autoliquidaciones tributarias.»

Cinco. Se modifica el título del anexo con la siguiente redacción:

«ANEXO. Relación de equipamientos y actividades cuya apertura al público 
queda suspendida con arreglo a lo dispuesto en el artículo 10.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor en el momento de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 17 de marzo de 2020.

FELIPE R.

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia,
Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática,

CARMEN CALVO POYATO
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REAL DECRETO LEY  10/2020, DE 29 DE MARZO DE 2020, POR EL QUE SE 

REGULA UN PERMISO RETRIBUIDO RECUPERABLE PARA LAS 

PERSONAS TRABAJADORAS DE LOS SERVICIOS NO ESENCIALES 

 

I 

El pasado 14 de marzo, el Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto 

463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 

gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.  

Desde entonces se ha procedido a adoptar desde el Estado, a través de diversos 

instrumentos normativos, distintas iniciativas dirigidas a ordenar la aplicación de 

las medidas que se han entendido como necesarias para proteger a las personas 

del riesgo de contagio, para atender a las que son especialmente vulnerables, 

para garantizar la prestación de servicios sanitarios y sociales esenciales, así 

como para velar por las empresas y las personas trabajadoras que se vean 

afectadas en el aspecto económico y productivo, de modo que puedan recuperar 

la normalidad tan pronto como sean removidas las circunstancias excepcionales 

que a día de hoy tienen paralizado ya a gran parte del tejido productivo, 

asistencial y de servicios en nuestro país. 

Todas estas medidas, particularmente las que han incidido en la limitación de la 

movilidad de las personas, han contribuido a contener el avance del COVID-19. 

Por este motivo, atendiendo a la realidad referente de otros Estados de nuestro 

entorno y a las consideraciones de las personas expertas en el ámbito 

epidemiológico, resulta necesario, con carácter temporal, reforzar dichas 

limitaciones, con el objetivo de garantizar que los sacrificios y esfuerzos de toda 

la población tengan una mayor repercusión en la lucha contra el COVID-19. 

 

II 

El permiso regulado en el presente real decreto-ley ha sido consultado con las 

organizaciones sindicales y empresariales más representativas de nuestro país, 

que son conscientes, como el Gobierno, de la necesidad de afrontar la situación 

de excepcionalidad que vivimos y de proteger a toda la población con cualquier 

instrumento que otorgue la funcionalidad necesaria para ello. 

Nuestro ordenamiento laboral prevé instrumentos de flexibilidad dirigidos a que 

las empresas puedan atender a la demanda variable de su mercado de 

productos y servicios. Entre otros, la distribución irregular de la jornada o los 

expedientes de regulación temporal de empleo. Estos últimos están sirviendo 

particularmente como instrumento de suspensión de la actividad económica y 

laboral desde que las restricciones acordadas por el Real Decreto 463/2020, de 

14 de marzo, entraron en vigor. 

Sin embargo, las necesidades de restricción de la movilidad que se presentan 

actualmente, ya referidas anteriormente, implican la necesidad de adoptar 
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medidas que sean efectivas sin necesidad de que medie una voluntad expresa 

empresarial de acometerlas. 

 

III 

El permiso regulado en el presente real decreto-ley es de aplicación obligatoria 

a todas las personas trabajadoras que prestan servicios en aquellas empresas 

que no desarrollan actividades que sean esenciales, según lo previsto en el 

apartado primero del artículo único que integra esta disposición.  

Sin embargo, no resultará de aplicación por parte de las empresas cuando estén 

aplicando o soliciten un expediente de regulación temporal de empleo (ERTE), 

puesto que esta medida permite igualmente dar una respuesta adecuada a la 

necesidad de restringir aún más la movilidad de las personas. Las empresas que, 

en su caso,  sólo hayan reducido un porcentaje de la actividad, con la tramitación 

del correspondiente ERTE de reducción de jornada de las personas 

trabajadoras, podrán compatibilizar ambas medidas. 

En ningún caso podrá aplicarse el permiso retribuido recuperable a las personas 

que se encuentran de baja por incapacidad temporal o cuyo contrato esté 

suspendido por otras causas legalmente previstas, ni a aquellas para las que sea 

posible el desarrollo de la actividad en la modalidad de trabajo a distancia, de 

conformidad con lo recogido en el artículo 5 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19. 

El permiso se extenderá desde el lunes 30 de marzo hasta el jueves 9 de abril 

de 2020, ambos inclusive.  

Durante este período de tiempo, las personas trabajadoras quedarán 

exoneradas de prestar sus servicios, si bien continuarán devengando su salario 

por la totalidad de la jornada habitual, por todos los conceptos retributivos. En 

consecuencia, se mantienen vigentes todas las obligaciones de empresas y 

personas trabajadoras en cuanto a la liquidación y cotización de cuotas y demás 

conceptos de recaudación conjunta. 

Una vez finalizado el periodo de restricción referido, la empresa y la 

representación de las personas trabajadoras -o, de no existir esta, la comisión 

sindical o la comisión ad hoc regulada en el artículo 41.4 del Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 

la Ley del Estatuto de los Trabajadores- deberán negociar con el objetivo de 

regular el sistema de recuperación de las horas de trabajo no prestadas con 

ocasión de la aplicación de este permiso, disponiéndose un plazo máximo para 

ello de siete días. En todo caso, los procedimientos de mediación y arbitraje 

regulados en los sistemas autónomos de solución de conflictos resultarán 

aplicables si las partes así lo acuerdan, para solventar las discrepancias que 

pudieran surgir al respecto. 
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Tanto en el caso de que se alcance un acuerdo como en el que no se consiga, 

la metodología de recuperación tendrá límites relacionados con las normas 

imperativas en materia de jornada y el respecto a los derechos elementales de 

conciliación de la vida laboral, personal y familiar, específicamente mediante un 

preaviso mínimo respecto del inicio de las horas de jornada a recuperar. 

IV 

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en 

caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al 

ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y 

libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la Constitución, al 

régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

El Real Decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre 

que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional 

(sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 

137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 

137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea subvenir a una 

situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones 

difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más 

breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para 

la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de 

dicho procedimiento no depende del Gobierno.  

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar la medidas que se 

incluyen este Real Decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad 

que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 

11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de 

prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de 

Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), y que son medidas de índole laboral 

destinadas a reparar los perjuicios económicos y en el ámbito del empleo, 

derivados de la crisis del COVID-19, así como proteger el empleo y mantener la 

actividad económica. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse 

demuestran que, en ningún caso, el presente Real Decreto-ley constituye un 

supuesto de uso abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 

61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de 

diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5).  

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente Real Decreto-ley 

concurren las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en 

el artículo 86 de la Constitución Española, considerando, por otra parte, que los 

objetivos que se pretenden alcanzar con el mismo no pueden conseguirse a 

través de la tramitación de una ley por el procedimiento de urgencia. 

Asimismo, debe señalarse que este Real Decreto-ley no afecta al ordenamiento 

de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de 

los ciudadanos regulados en el Título I de las Constitución Española, al régimen 

de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 
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V 

 

Este Real Decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige 

la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. A estos efectos, pone de manifiesto el cumplimiento 

de los principios de necesidad y eficacia dado el interés general en el que se 

fundamentan las medidas establecidas, siendo el Real-Decreto ley el 

instrumento más adecuado para garantizar su consecución. Así, responde a la 

necesidad de minimizar el riesgo de un impacto incontrolado e irreversible de la 

situación de emergencia extraordinaria que se sigue del estado de alerta 

sanitaria provocada por el COVID-19, tanto en la actividad económica como en 

el mantenimiento y salvaguarda del empleo, evitándose así situaciones de 

desprotección y garantizando el restablecimiento y recuperación de la actividad 

económica. 

Del mismo modo, es proporcional, ya que regula los aspectos imprescindibles 

para conseguir su objetivo, limitando sus efectos a la concurrencia de la situación 

temporal y extraordinaria descrita. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad 

jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico. 

Asimismo, cumple también con el principio de transparencia, ya que identifica 

claramente su propósito y se ofrece una explicación, sin que se hayan realizado 

los trámites de participación pública que se establecen en el artículo 26 de la Ley 

50/1997, del Gobierno, al amparo de la excepción que, para los reales decretos-

leyes, regula el apartado 11 del aludido precepto. Por último, en relación con el 

principio de eficiencia, este real decreto-ley no impone carga administrativa 

alguna adicional a las existentes con anterioridad. 

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 

Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social, 

y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 29 de marzo 

de 2020. 
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DISPONGO: 

Artículo único. Permiso retribuido recuperable para las personas 

trabajadoras de los servicios no esenciales 

1. Las personas trabajadoras que prestan servicios en empresas e instituciones, 

públicas y privadas, cuya actividad no ha sido paralizada por la declaración del 

estado de alarma establecida por el RD 463/2020, de 14 de marzo, disfrutarán 

de un permiso retribuido recuperable, de carácter obligatorio, entre el 30 de 

marzo y el 9 de abril de 2020, ambos inclusive. 

2. El permiso al que se refiere el apartado anterior no resultará de aplicación a 

las personas trabajadoras indicadas en el anexo del presente real decreto-ley. 

3. El presente permiso retribuido recuperable no resultará de aplicación a las 

personas trabajadoras contratadas por las empresas referidas en el apartado 

primero que estuvieran aplicando un expediente de regulación temporal de 

empleo de suspensión, de conformidad con lo previsto en los artículos 22 y 23 

del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 

ni a aquellas a las que les sea autorizado un expediente en base a esta 

suspensión obligatoria de la actividad, así como a aquellas empresas que ya 

hayan optado por un mecanismo de distribución irregular de la jornada como 

consecuencia del COVID-19. 

4. El presente permiso conllevará que las personas trabajadoras conservarán el 

derecho a la retribución que les hubiera correspondido de estar prestando 

servicios con carácter ordinario, incluyendo salario base y complementos 

salariales. 

5. La recuperación de las horas de trabajo se podrá hacer efectiva desde el día 

siguiente a la finalización del estado de alarma hasta el 31 de diciembre de 2020. 

Esta recuperación deberá negociarse en un periodo de consultas abierto al 

efecto entre la empresa y la representación legal de las personas trabajadoras, 

que tendrá una duración máxima de 7 días. 

En el supuesto de que no exista representación legal de las personas 

trabajadoras, la comisión representativa de estas para la negociación del periodo 

de consultas estará integrada por los sindicatos más representativos y 

representativos del sector al que pertenezca la empresa y con legitimación para 

formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo de aplicación. La 

comisión estará conformada por una persona por cada uno de los sindicatos que 

cumplan dichos requisitos, tomándose las decisiones por las mayorías 

representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta 

representación, la comisión estará integrada por tres trabajadores de la propia 

empresa, elegidos conforme a lo recogido en el artículo 41.4 del Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 

la Ley del Estatuto de los Trabajadores.  
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En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá 

estar constituida en el improrrogable plazo de 5 días. 

Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con 

vistas a la consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad 

de la mayoría de las personas que integran la representación legal de las 

personas trabajadoras o, en su caso, de la mayoría de los miembros de la 

comisión representativa siempre que, en ambos casos, representen a la mayoría 

de las personas que se hayan visto afectadas por este permiso extraordinario. 

Las partes podrán acordar en cualquier momento la sustitución del periodo de 

consultas por los procedimientos de mediación o arbitraje previstos en los 

acuerdos interprofesionales de ámbito estatal o autonómico a los que hace 

referencia el artículo 83 del de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

El acuerdo que se alcance podrá regular la recuperación de todas o de parte de 

las horas de trabajo durante el permiso regulado en este artículo, el preaviso 

mínimo con que la persona trabajadora debe conocer el día y la hora de la 

prestación de trabajo resultante, así como el periodo de referencia para la 

recuperación del tiempo de trabajo no desarrollado. 

De no alcanzarse acuerdo durante este periodo de consultas, la empresa 

notificará a las personas trabajadoras y a la comisión representativa, en el plazo 

de 7 días desde la finalización de aquel, la decisión sobre la recuperación de las 

horas de trabajo no prestadas durante la aplicación del presente permiso.  

En cualquier caso, la recuperación de estas horas no podrá suponer el 

incumplimiento de los periodos mínimos de descanso diario y semanal previstos 

en la ley y el convenio colectivo, el establecimiento de un plazo de preaviso 

inferior al recogido en el artículo 34.1 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

ni la superación de la jornada máxima anual prevista en el convenio colectivo 

que sea de aplicación, y deberán ser respetados los derechos de conciliación de 

la vida personal, laboral y familiar reconocidos legal y convencionalmente. 

6. Las empresas que deban aplicar el permiso retribuido recuperable regulado 

en este artículo podrán, en caso de ser necesario, establecer el número mínimo 

de plantilla o los turnos de trabajo estrictamente imprescindibles con el fin de 

mantener la actividad indispensable.  

7. Las autoridades competentes delegadas, en su ámbito de competencia, 

podrán modificar o especificar, mediante las órdenes necesarias, las actividades 

que se ven afectadas por el permiso retribuido recuperable previsto en este 

artículo y sus efectos. 

8. Asimismo, se habilita al Ministerio de Política Territorial y Función Pública para 

hacer extensivo, en su caso, este permiso retribuido recuperable a las personas 

empleadas públicas sujetas al Estatuto Básico del Empleado Público. 
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Disposición transitoria única. 

 

Aquellos trabajadores del ámbito del transporte que se encuentren realizando un 

servicio no incluido en el apartado 2 del artículo único de este Real Decreto-Ley 

en el momento de su entrada en vigor, iniciarán el permiso retributivo recuperable 

una vez finalizado el servicio en curso, incluyendo como parte del servicio, en su 

caso, la operación de retorno correspondiente.  

 

Disposición adicional primera. Actividad profesional y servicios esenciales en la 

Administración de Justicia: 

 

1. Los abogados, procuradores, graduados sociales, traductores, intérpretes y 

psicólogos que presten asistencia en el ámbito de la Administración de Justicia, 

podrán seguir ejerciendo su actividad profesional y realizar los desplazamientos 

que sean necesarios en orden a asistir a las actuaciones procesales no 

suspendidas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara 

el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 

por el COVID-19, y, de esta manera, cumplir con los servicios esenciales fijados 

consensuadamente por el Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder 

Judicial, la Fiscalía General del Estado y las comunidades autónomas con 

competencias en la materia, y plasmados en la Resolución del Secretario de 

Estado de Justicia de fecha 14 de marzo de 2020. 

 

2. Los abogados podrán, asimismo, realizar desde su despacho profesional los 

desplazamientos necesarios para asistir a las actuaciones procesales 

mencionadas en el apartado anterior, así como para asesorar a las personas 

físicas y jurídicas para el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y en la 

tramitación de expedientes de regulación temporal de empleo. 

 

Disposición adicional segunda. Continuación de actividad. 

 

Podrán continuar las actividades no incluidas en el apartado 2 del artículo único 

que hayan sido objeto de contratación, a través del procedimiento establecido en 

el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público. 

 

Disposición adicional tercera. Personal de empresas adjudicatarias de contratos 

del sector público. 
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El artículo único no resultará de aplicación a los trabajadores de las empresas 

adjudicatarias de contratos de obras, servicios y suministros del sector público 

que sean indispensables para el mantenimiento y seguridad de los edificios y la 

adecuada prestación de los servicios públicos, incluida la prestación de los 

mismos de forma no presencial, todo ello sin perjuicio de lo establecido en el 

artículo 34 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19”. 

 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial del Estado. 
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ANEXO 

Relación de personas trabajadoras a las que no resulta de aplicación el 

permiso retribuido recuperable: 

1. A las personas trabajadoras en las actividades que deban continuar 
realizándose al amparo de los artículos 10.1, 10.4, 14.4, 16, 17 y 18, del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19 y de la normativa aprobada por la Autoridad Competente 
y las Autoridades Competentes Delegadas. 

2. A las personas trabajadoras en las actividades que participan en la 
cadena de abastecimiento del mercado y en el funcionamiento de los 
servicios de los centros de producción de bienes y servicios de primera 
necesidad, incluyendo alimentos, bebidas, productos higiénicos, 
medicamentos, productos sanitarios o cualquier producto necesario para 
la protección de la salud, permitiendo la distribución de los mismos desde 
el origen hasta el destino final. 

3. A las personas trabajadoras de las actividades de hostelería y 
restauración que prestan servicios de entrega a domicilio. 

4. A las personas trabajadoras de todas las actividades productivas del 
sector industrial manufacturero y, en especial,  las del sector químico, los 
sectores de fabricación de medicamentos y farmacia, del sector de la 
alimentación y bebidas, los subsectores del textil, el vidrio, el tabaco, los 
productores de bienes de equipo y los sectores de la cadena de valor de 
fabricación de todo tipo de tecnología sanitaria, material médico, equipos 
de protección, equipamiento sanitario y hospitalario, los sectores de 
producción de pasta, papel, cartón o celulosa, así como aquellas otras 
actividades conexas que ofrezcan los suministros, equipos, materiales, 
materias primas o servicios profesionales necesarios para el correcto 
desarrollo de dichas actividades. 

5. A las personas trabajadoras en las actividades que deban prestar los 
servicios de transporte, tanto de personas como de mercancías, que se 
continúen desarrollando desde la declaración del estado de alarma, así 
como de aquéllas que deban asegurar el mantenimiento de los medios 
empleados para ello, al amparo de la normativa aprobada por la Autoridad 
Competente y las Autoridades Competentes Delegadas desde la 
declaración del estado de alarma. 

6. A las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, al personal que presta servicios 
en Instituciones Penitenciarias y al personal de los servicios de protección 
civil, salvamento y extinción de incendios, así como tráfico y seguridad 
vial. 

7. A las Fuerzas Armadas. 
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8. Al personal de las empresas de seguridad privada que presta servicios de 
transporte de seguridad, de respuesta ante alarmas, de ronda o vigilancia 
discontinua, y aquellos que resulte preciso utilizar para el desempeño de 
servicios de seguridad en garantía de los servicios esenciales y el 
abastecimiento a la población. 

9. A las personas trabajadoras de los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios, así como a las que atiendan mayores, personas dependientes 
o personas con discapacidad, así como las personas que trabajen en 
empresas, entidades y centros de investigación en los que se estén 
desarrollando proyectos relacionados con el COVID19, y contra todas 
aquellas otras enfermedades que impliquen ensayos clínicos y pruebas 
de concepto en marcha; así como los animalarios a ellos asociados y 
las empresas prestadoras de servicios y suministradores de productos 
necesarios para la investigación en estas materias. 

10. A las personas empleadas del hogar y personas cuidadoras. 

11. A las personas trabajadoras que prestan servicios en puntos de venta de 
prensa y en medios de comunicación o agencias de noticias de titularidad 
pública y privada, así como en su impresión o distribución. 

12. A las personas trabajadoras de empresas de servicios financieros y de 
seguros. 

13. A las personas trabajadoras de la industria electrointensiva, siderúrgica y 
altos hornos y minera, así como a las personas trabajadoras en la 
producción y suministro de servicios de calefacción o aire acondicionado 
de forma centralizada para múltiples centros de consumo. 

14. A las personas trabajadoras de empresas dedicadas a la fabricación de 
baterías de plomo, así como cualesquiera otros materiales necesarios 
para la prestación de servicios sanitarios.  

15. A las personas que trabajan en plantas con ciclo de producción continuo 
o cuya interrupción pueda ocasionar daños graves en la propia instalación 
o peligro de accidentes. 

16. A las personas que trabajan en la industria aeroespacial y de defensa, así 
como otras actividades de importancia estratégica para la economía 
nacional. 

17. A las personas trabajadoras de las empresas de telecomunicaciones y de 
servicios informáticos esenciales. En las entidades pertenecientes al 
Sector Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen 
al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, tendrán 
la consideración de servicios informáticos esenciales aquéllos que 
resulten imprescindibles para la adecuada prestación de los servicios 
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públicos, así como el funcionamiento del trabajo no presencial de los 
empleados públicos. 

18. A las personas trabajadoras de empresas servicios esenciales 
relacionados con la protección y atención de víctimas de violencia de 
género. 

19. A las personas trabajadoras que presten servicios en actividades 
necesarias para la gestión y abono de las prestaciones públicas, subsidios 
y ayudas legal y reglamentariamente establecidas y el funcionamiento del 
Sistema de la Seguridad Social. 

20. A las personas trabajadoras que presten servicios en gestorías 
administrativas y de graduados sociales, asesorías, despachos 
profesionales, servicios ajenos y propios de prevención de riesgos 
laborales y, en general, aquellas dedicadas a la actividad de 
asesoramiento legal, fiscal, empresarial y sociolaboral o a la defensa de 
los intereses de las personas consumidoras.  

21. El personal laboral al servicio de las notarías y registros para el 
cumplimiento de los servicios esenciales fijados por la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública. 

22. A las autoridades civiles responsables de la salud pública y los empleados 
que presten servicios en dicho ámbito, así como aquellos otros 
relacionados directa o indirectamente con la gestión de la emergencia 
sanitaria. 

23. A las personas trabajadoras de los servicios funerarios, así como de la 
construcción de nichos y otras actividades conexas.  

24. A las personas trabajadoras que presten servicios de limpieza, 
mantenimiento y vigilancia, así como que presten servicios en materia 
de recogida, gestión y tratamiento de residuos peligrosos, así como de 
residuos sólidos urbano, peligrosos y no peligroso, recogida y tratamiento 
de aguas residuales, actividades de descontaminación y otros servicios 
de gestión de residuos y retirada de animales muertos o en cualquiera de 
las entidades pertenecientes al Sector Público, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público. 

25. A las personas trabajadoras en los Centros de Acogida a Refugiados y en 
los Centros de Estancia Temporal de Inmigrantes y a las entidades 
públicas de gestión privada subvencionadas por la Secretaría de Estado 
de Migraciones y que operan en el marco de la Protección Internacional y 
de la Atención Humanitaria. 

26. A las personas trabajadoras que participen en la prestación de servicios 
que hayan sido declarados o se puedan declarar esenciales por la 
Autoridad competente y las Autoridades competentes delegadas al 
amparo del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 



12 
 

27. Al personal del operador designado por el Estado para prestar el servicio 
postal universal, con el fin de prestar los servicios de recogida, admisión, 
transporte, clasificación, distribución y entrega a los exclusivos efectos de 
garantizar dicho servicio postal universal. 

28. A las personas que desarrollen la actividad de gestión y explotación de 
autopistas de peaje, incluidas las estaciones y áreas de servicio que se 
encuentren en las mismas. 

29. A las personas trabajadoras en actividades de abastecimiento, 
depuración, conducción, potabilización y saneamiento de agua. 

30. A las personas trabajadoras en la provisión de servicios meteorológicos 
incluidos los servicios de mantenimiento y vigilancia, control de procesos 
operativos vinculados a los servicios meteorológicos, procesos de 
predicción meteorológica y proceso de observación aeronáutica y 
observación/predicción en defensa. 

31. Asimismo, tendrán la consideración de servicio esencial la prestación de 
servicios a las Administraciones Públicas, cuando ello sea imprescindible, 
y en la medida en que lo sea para garantizar el funcionamiento básico de 
los servicios públicos. Del mismo modo, aquéllas que presten servicios en 
actividades de gestión de servicios dotacionales e infraestructuras de 
servicio público que resulten imprescindibles. 

32. A las personas que presten servicios presenciales imprescindibles para el 
despacho aduanero, los de vigilancia aduanera y los realizados para el 
desempeño de los servicios críticos necesarios para la aplicación del 
sistema tributario. 

33. A las personas trabajadoras que prestan servicios en aquellos sectores o 
subsectores que participan en la importación y suministro de material 
sanitario, como las empresas de logística, transporte, almacenaje, tránsito 
aduanero (transitarios) y, en general, todas aquellas que participan en los 
corredores sanitarios. 

34. A las personas que prestan servicios en operadores logísticos e industrias 
textiles o de otra índole dedicadas o reconvertidas a la fabricación o 
importación de material sanitario. 

35. A las personas que trabajan en la distribución y entrega de productos 
adquiridos en el comercio por internet, telefónico o correspondencia. 

36. A las personas que presten los servicios mínimos necesarios para el 
mantenimiento y conservación de las instalaciones que paralicen su 
actividad durante el periodo señalado 

37. A las personas trabajadoras que ya se encuentren prestando servicios a 
distancia, salvo pacto en contrario entre el empleador y la representación 
legal de las personas trabajadoras a través de la negociación colectiva o, 
en ausencia de dicha representación, las propias personas trabajadoras. 
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38. A las personas trabajadoras que se encuentren en situación de 
incapacidad temporal en los días de vigencia del permiso regulado en el 
presente real decreto-ley, así como aquellas otras cuyo contrato esté 
suspendido por otras causas legalmente previstas, entre ellas, las 
previstas en los apartados d) y e) del artículo 45.1 d y e Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

39. También tendrán consideración de servicio esencial la actividad sindical y 
patronal para dar servicio a empresas y personas trabajadoras. 

40. Serán excepcionadas de la paralización de actividades no esenciales, 
aquellas actividades realizadas por empresas dirigidas a salvaguardar la 
seguridad de las personas y el medioambiente, la sanidad animal, la 
seguridad de las minas, prevención y extinción de incendios, así como las 
dirigidas a la búsqueda y rescate de personas. 
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TEXTO ORIGINAL 
El Gobierno, en la reunión extraordinaria del Consejo de Ministros 

de 14 de marzo de 2020, aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

La declaración del estado de alarma se extendió a todo el territorio 
nacional y comprendió las limitaciones a la libertad de circulación de 
las personas que se consideraron estrictamente indispensables para 
proteger la salud y la seguridad de los ciudadanos, contener la 
progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública. En 
el marco de lo dispuesto por el artículo sexto.dos de la Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y 
sitio, se estableció que la duración del estado de alarma sería de quince 
días naturales. 

Con posterioridad, el Gobierno aprobó el Real Decreto 465/2020, 
de 17 de marzo, por el que se modificó el Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, con la finalidad de reforzar la protección de la salud 



pública y de asegurar el funcionamiento de servicios públicos 
esenciales. 

La declaración del estado de alarma ha permitido aplicar medidas 
inmediatas en los ámbitos contemplados por el Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, que han resultado esenciales para contener la 
propagación de la enfermedad. Asimismo ha hecho posible establecer, 
a través de la actuación de las autoridades competentes delegadas del 
Gobierno, una movilización de todos los recursos disponibles para 
mitigar los efectos de la pandemia. 

Sin embargo, a la luz de los datos disponibles y de los informes de 
evaluación elaborados por las autoridades competentes, no se puede 
afirmar que la situación de emergencia sanitaria generada por el 
COVID-19 se habrá superado completamente en el plazo previsto 
inicialmente por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por lo que 
se estima imprescindible prorrogar el estado de alarma declarado en el 
citado real decreto, así como la vigencia de las medidas en él 
contenidas, hasta las 00:00 horas del día 12 de abril de 2020. 

La Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, dispone que el estado de alarma requiere, para ser 
prorrogado, de la autorización expresa del Congreso de los Diputados, 
que podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes durante la 
prórroga. 

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020, 
el Gobierno solicitó del Congreso de los Diputados autorización para 
prorrogar el estado de alarma declarado mediante Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, con el fin de garantizar la eficaz 
gestión de la emergencia sanitaria y contener la propagación de la 
enfermedad. 

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 25 de 
marzo de 2020, acordó conceder la autorización requerida, solicitando 
la inclusión de una nueva disposición adicional en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que establece la obligación del 
Gobierno de remitir semanalmente al Congreso información sobre el 
grado de ejecución de las medidas adoptadas y su eficacia para 
alcanzar los objetivos propuestos. 

En su virtud, a propuesta de la Vicepresidenta Primera del Gobierno 
y Ministra de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria 
Democrática, del Ministro de Sanidad, de la Ministra de Defensa, y de 
los Ministros del Interior y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 
de marzo de 2020, 

DISPONGO: 



Artículo 1. Prórroga del estado de alarma. 

Queda prorrogado el estado de alarma declarado por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19. 

Artículo 2. Duración de la prórroga. 

La prórroga establecida en este real decreto se extenderá hasta 
las 00:00 horas del día 12 de abril de 2020, y se someterá a las 
mismas condiciones establecidas en el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, modificado por el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo. 

Disposición final primera. Modificación del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara 
el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

Se añade una nueva disposición adicional sexta al Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, con el siguiente contenido: 

«Disposición adicional sexta. Información al Congreso 
de los Diputados. 

De acuerdo con lo establecido en el apartado uno del artículo octavo 
de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, el Gobierno remitirá semanalmente al Congreso de 
los Diputados información documental estructurada de la ejecución de 
las distintas medidas adoptadas y valoración de su eficacia para 
contener el virus COVID-19 y mitigar su impacto sanitario, económico 
y social.» 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado». 

Dado en Madrid, el 27 de marzo de 2020. 

FELIPE R. 

La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Presidencia, 
Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, 

CARMEN CALVO POYATO 
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N/REF:  

FECHA:  22 de marzo de 2020 

ASUNTO.- incidencia del estado de alarma en la ejecución régimen de visitas en 

supuestos competencia del Juzgado de  violencia sobre la mujer  

DESTINATARIO: Ilmas/es FiscalesnDelegadas/os y enlace.  

 

 

              Estimadas/os compañeras/os: 

 

 
La entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 

que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 ha provocado problemas de interpretación 
respecto a su aplicación en el ejercicio del régimen de visitas del progenitor no 
custodio. 

 
Con el fin de favorecer la unidad de actuación y respuesta del MF en estos 

casos,-el  ejercicio del régimen de visitas del progenitor no custodio acordado 
por un Juzgado de Violencia sobre la mujer-, es conveniente  establecer unos 
criterios generales o pautas de actuación que ayuden a resolver los problemas y 
situaciones que puedan presentarse, especialmente derivados del grave 
problema sanitario existente que justifica la limitación de movilidad establecida y 
del cierre de los puntos de encuentro familiares ,PEF: 

 
1.-  El citado Real Decreto , en su artículo 7,  permite la circulación por las 

vías de uso público  para la realización de determinadas actividades, entre las 
que incluye ( epígrafe e) la asistencia y cuidado de mayores, menores, 
dependientes, personas con discapacidad o personas especialmente 
vulnerables. En consecuencia, el desplazamiento de los progenitores  para 
proceder a la entrega y recogida de los menores  ha de entenderse incluido en 
tal epígrafe. 

 
2.- No obstante, se trata de una excepción a la regla general, de manera 

que deberá ser interpretada de forma restrictiva y teniendo en cuenta en todo 
caso el interés superior del menor que implica garantizar su salud no 
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exponiéndolo innecesariamente a situaciones de contagio, que debe primar por 
encima de cualquier otro interés, pudiendo acudir siempre al Art. 158 CC . 

 
 
3.- Cuando se trate de un régimen de visitas cuya entrega y recogida se 

haya designado en el PEF por haber una prohibición de aproximación vigente, 
los progenitores habrán de designar una persona de su confianza para que 
proceda a las entregas y recogidas en la puerta del centro o en un lugar distinto  
y más próximo a sus  domicilios  con la finalidad de limitar hasta donde sea 
posible la estancia de los menores en la vía pública, siempre que se respeten las 
limitaciones que en su caso se hubieran acordado  judicialmente. Si los 
progenitores no designaran a persona de su confianza para proceder a la entrega 
y recogida de los menores , los/as Sres Fiscales procederán a solicitar la 
suspensión del régimen de visitas, en base a proteger y garantizar la salud del 
menor, sin perjuicio de su posible compensación cuando cese la situación de 
alerta sanitaria. 

 
4.-Las visitas supervisadas a través de los profesionales de los PEF, por 

razones evidentes de seguridad del menor, habrán de suspenderse, sin perjuicio 
de su posible compensación una vez superada la situación de alerta sanitaria. 

 
5.- Si el régimen de visitas fuera de solo unas horas al día y sin pernocta, 

los/as Fiscales solicitarán la suspensión temporalmente, por no resultar ni 
proporcionado ni razonable con la duración de la visita el  tiempo de exposición 
del menor en la vía pública  para la entrega y recogida. Se valorarán excepciones 
cuando la visita tuviera una duración de al menos de 8 horas y  se trate de  
desplazamientos breves tanto en tiempo como en distancia y siempre 
atendiendo al interés superior del menor. Todo ello sin perjuicio de su 
compensación posterior. 

 
 
Como toda la actividad judicial se centraliza en los Juzgados de Guardia 

y en los pocos JVM que hacen guardias, es preciso que procedáis a trasladar y 
difundir esta nota entre el resto de los compañeros fiscales, comunicando  a esta 
Unidad las incidencias y problemas que puedan plantearse. 

 
Ruego acuséis recibo para confirmar recepción 
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Agradezco vuestra siempre y ahora más que nunca imprescindible 

colaboración, compromiso y trabajo. Cuidaros mucho 
 
 
 
 
                       
 
    

 

 

           Fdo.: Pilar Martín Nájera 

      Fiscal de Sala Delegada contra la Violencia sobre la Mujer 
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SANCIONES ESTADO DE ALARMA 
FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD  

GUARDIA CIVIL  
POLICIA NACIONAL  
POLICIAS AUTONOMICAS  

POLICIAS LOCALES  

 

Con base al Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo de 2020, por el que se declara 

el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 

el COVID-19. 

 

Visto que el artículo 20, tipifica el incumplimiento o la resistencia a las órdenes de 

las autoridades competentes en el estado de alarma será sancionado con arreglo a 

las leyes, en los términos establecidos en el artículo diez de la Ley Orgánica 4/1981, 

de 1 de junio. 

 

SANCIONES DE POSIBLE APLICACIÓN 
 

1º- LEY ORGÁNICA 4/2015, DE 30 DE MARZO, DE PROTECCIÓN DE LA 

SEGURIDAD CIUDADANA. 

37.15. La remoción de vallas, encintados u otros elementos fijos o móviles colocados 

por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para delimitar perímetros de seguridad, aun 

con carácter preventivo, cuando no constituya infracción grave. Sanción LEVE 

multa de 100 a 600 euros. 

36.6. La desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio 

de sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa a 

identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de datos 

falsos o inexactos en los procesos de identificación. Sanción GRAVE multa de 601 
a 30.000 euros. 
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2º- LEY 33/2011, DE 4 DE OCTUBRE, GENERAL DE SALUD PÚBLICA. 
Art. 57.2.b) INFRACCIONES GRAVES,  multa de 3.001 hasta 60.000 euros. 

1.º La realización de conductas u omisiones que puedan producir un riesgo o un daño 

grave para la salud de la población, cuando ésta no sea constitutiva de infracción 

muy grave. 

 

Art. 57.2.a)  INFRACCIONES MUY GRAVES, multa de 60.001 hasta 600.000 

euros. 
1.º La realización de conductas u omisiones que produzcan un riesgo o un daño muy 

grave para la salud de la población. 

 

2.º El incumplimiento, de forma reiterada, de las instrucciones recibidas de la 

autoridad competente, o el incumplimiento de un requerimiento de esta, si este 

comporta daños graves para la salud. 

 

3º- LEY 17/2015, DE 9 DE JULIO, DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCIÓN 

CIVIL. 
45.4. Constituyen infracciones GRAVES, 30.001 a 600.000 euros. 

b) En las emergencias declaradas, el incumplimiento de las órdenes, prohibiciones, 

instrucciones o requerimientos efectuados por los titulares de los órganos 

competentes o los miembros de los servicios de intervención y asistencia, así como 

de los deberes de colaboración a los servicios de vigilancia y protección de las 

empresas públicas o privadas, cuando no suponga una especial peligrosidad o 

trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes. 

 

45.3. Constituyen infracciones MUY GRAVES, multa de 1.501 a 30.000 euros. 

b) En las emergencias declaradas, el incumplimiento de las órdenes, prohibiciones, 

instrucciones o requerimientos efectuados por los titulares de los órganos 

competentes o los miembros de los servicios de intervención y asistencia, así como 

de los deberes de colaboración a los servicios de vigilancia y protección de las 

empresas públicas o privadas¸ cuando suponga una especial peligrosidad o 

trascendencia para la seguridad de las personas o los bienes 
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4º-LEY ORGÁNICA 10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CÓDIGO PENAL. 

 

Artículo 556. 

1. Serán castigados con la pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a 

dieciocho meses, los que, sin estar comprendidos en el artículo 550, resistieren o 

desobedecieren gravemente a la autoridad o sus agentes en el ejercicio de sus 

funciones, o al personal de seguridad privada, debidamente identificado, que 

desarrolle actividades de seguridad privada en cooperación y bajo el mando de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

 

NOTA. Se remitirá lo actuado a Subdelegación de Gobierno, bien vía acta o informe, 

si es posible realizar un reportaje fotográfico de lo actuad, por lo tanto lo 

anteriormente establecido se puede sancionar al caso concreto a lo actuado.  
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ASUNTO: Unificación de criterios para la interpretación y aplicación del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma, para las unidades de Guardia Civil y Policía 
Local. 
 
FECHA: 18/03/2020.                              Conjunto de Criterios: Número V1. 
 
 
 
1.- ANTECEDENTES. 
 

Con fecha 14 de marzo de 2020, se aprueba por el Gobierno de la nación el Real 
Decreto 463/2020, que establece, desde esa fecha, el Estado de Alarma, contemplando 
medidas temporales de carácter extraordinario, imprescindibles para hacer frente a la 
situación, y proporcionadas a la extrema gravedad de la misma. 
 

 Ante la necesidad de introducir modificaciones orientadas a reforzar la protección de 
la salud pública y asegurar el funcionamiento de servicios públicos esenciales, el 17 de 
marzo se aprueba el Real Decreto 465/2020, por el que se modifica el Real Decreto 
463/2020.  
 

Entre las medidas que contemplan las normas aprobadas está la limitación de la 
libertad deambulatoria y de otros aspectos de la vida cotidiana de las personas, medidas 
que resultan imprescindibles para hacer frente a la situación, y proporcionadas a la extrema 
gravedad de la misma.   
 

En este momento, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado adquieren un 
protagonismo especial, porque su capacidad para seguir ejerciendo sus cometidos 
ordinarios así como los derivados del Estado de Alarma representa un pilar del Estado para 
desvanecer la amenaza que ha conducido a esta situación, y regresar a la situación de 
normalidad. 

 
En todo caso, en la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se tendrá en 

cuanta la necesidad de garantizar que los ciudadanos puedan acceder a sus puestos de 
trabajo y a los servicios básicos en caso necesario, así como la de permitir la movilidad del 
personal perteneciente a entidades dedicadas a la prestación de servicios esenciales o al 
abastecimiento y distribución de bienes y servicios de primera necesidad. 
 
 
2.- FINALIDAD. 
 
Contribuir al cumplimiento de las medidas adoptadas con motivo de la declaración del 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-
19, facilitando la interpretación y aplicación del Real decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma, el Real decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que 
se modifica el anterior, y demás normativa complementaria. 
 

Mando de Operaciones  
Zona de Andalucía 
Comandancia de Huelva 
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3.- CRITERIOS INTERPRETATIVOS.  
 
Consideraciones sobre el art. 7.1, RD 463/2020  
 

� Ocupantes en vehículos  
 
 Una de las cuestiones que ha suscitado más dudas desde la adopción del Real 

Decreto 463/2020 se presenta en relación al número de pasajeros que pueden hacer un uso 
simultáneo de un mismo vehículo. Esta cuestión se precisa en el Real Decreto 465/2020, 
con la modificación del art. 7.1 del Real Decreto 463/2020, y en consecuencia se establece 
el siguiente criterio: 

 
• Para las actividades exentas de limitación a efectos de la libertad de circulación, 

las personas únicamente podrán circular, a pie o en medio de transporte , por 
las vías o espacios de uso público, de forma individual , salvo que se acompañe 
a personas con discapacidad, menores, mayores, o por otra causa justificada.  
 

� Segunda residencia  
 
Siguiendo con el art. 7.1 del Real Decreto 463/2020, su apartado d) dispone, como 

actividad exenta de limitación deambulatoria, el retorno al lugar de residencia habitual. En 
este sentido, se establece lo siguiente: 

 
• Las viviendas utilizadas como segunda residencia no se consideran domicilio 

habitual a efectos de exención de la limitación a circular por las vías públicas, por 
tanto, no están permitidos  este tipo de desplazamientos.    

 
� Custodia de menores 

 
Consultada la Audiencia Provincial sobre la vigencia de las disposiciones judiciales 

que establecen regímenes de visitas para madres y padres separados/divorciados, el citado 
órgano judicial considera que las medidas dispuestas con motivo del Estado de Alarma no 
restringen el contenido de dichas sentencias o medidas judiciales, por lo que las mismas 
permanecen en vigor.    

 
� Otras circunstancias 

 
El apartado h), del mismo punto, permite el desplazamiento, por vías y espacios 

públicos, con el objeto de atender “cualquier otra actividad de análoga naturaleza”. Este 
apartado va dotar de cierta discrecionalidad a las autoridades encargadas de dirigir la 
aplicación del Estado de Alarma, pues permite la realización por el ciudadano de cualquier 
actividad que sin estar recogida expresamente en otro apartado, se considere ineludible. 
Entre otras, se ha determinado por la Autoridad Competente la autorización de las 
siguientes: 

 
• Asistencia a parcelas, casas de campo, etc., para la atención de huertos 

particulares, animales de compañía, ganado, etc.  
 

• Personas que por prescripción médica acreditada necesitan realizar de 
actividades (caminar, tomar el aire, etc.) fuera de su domicilio.  
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Consideraciones sobre el art. 10, RD 463/2020 
 

� Actividad comercial  
 

Por otra parte, si bien el Real Decreto 463/2020, en su artículo 10, establece 
medidas de contención en el ámbito de la actividad comercial suspendiendo la apertura al 
público de los locales y establecimientos minoristas, a excepción de los indicados en su 
punto 1, parece oportuno interpretar, como así se desprende del espíritu del citado artículo y 
del anexo que recoge la relación de equipamientos y actividades cuya apertura queda 
suspendida, que las medidas adoptadas buscan limitar la concurrencias de personas en 
aquellos espacios destinados principalmente a actividades de ocio.   
 
 Por tanto, dado que el citado Real Decreto no limita el ejercicio de la prestación 
laboral, profesional o empresarial, el criterio marcado por la Autoridad Competente, para 
cada uno de los supuestos que a continuación se señalan, será el siguiente: 
 

• Talleres de automoción. Estos establecimientos podrán realizar su prestación 
laboral  con apertura al público  exclusivamente para reparación de 
vehículos (no venta de piezas) , si bien los propietarios/empleados deben 
observar las recomendaciones y obligaciones dictadas por las autoridades 
sanitarias en su relación con los clientes.  

 
• Establecimientos de comida preparada. A efectos de aplicación del citado Real 

Decreto, estos comercios, podrán realizar su actividad exclusivamente a través 
del servicio de envío a domicilio . En todo caso, los repartidores en su 
interacción con los clientes deben observar las recomendaciones y obligaciones 
dictadas por las autoridades sanitarias.  

 
• Floristerías. Estos establecimientos solo podrán  ejercer su actividad a través de 

la modalidad de comercio por internet o telefónico , debiendo para la entrega 
de sus artículos hacer uso del servicio a domicilio .  

 
• Tiendas multiprecios. Estos establecimientos estarán sujetos a las mismas 

consideraciones  que el resto de comercios de alimentación y bienes de 
primera necesidad  siempre que la venta de estos productos se encuentren 
amparados por su licencia de apertura .  

 
• Camping. Estos establecimientos se regirán a efectos de aplicación del citado 

Real Decreto, por las mismas medidas  de restricción que los hotele s.   
 
Consideraciones sobre el art. 11, RD 463/2020 

 
� Lugares de culto y ceremonias  

 
 Por otra parte, en relación a las medidas de contención a aplicar con los lugares de 
culto y con las ceremonias civiles y religiosas (art. 11), el criterio marcado por la Autoridad 
Competente es el siguiente: 
  

• Tanatorios, funerarias. Estos locales tienen permitida su apertura al público , si 
bien, los responsables de la organización  de las ceremonias que se lleven a 
cabo en los mismos, deben adoptar las medidas necesarias para evitar la 
aglomeración  de personas. En este sentido, se tendrá en cuenta que los 
asistentes observan las recomendaciones y obligaciones dictadas por las 
autoridades sanitarias.    

 
 

cembr
Resaltar
no limita el ejercicio de la prestación

laboral, profesional o empresarial, 



 

 

 

  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

MINISTERIO  
DEL INTERIOR 

 

 
 

 
GUARDIA CIVIL 
 DIRECCIÓN GENERAL 

 

 

 4ª Zona de la Guardia Civil                                                                                                                                                            Andalucía                                                                 

 
 

Página 4 de 4 

� Justificación de actividades  
 
Según las instrucciones existentes hasta el momento , no se solicitará al ciudadano 
documento alguno que justifique la actividad que alega para eximirse de la limitación 
deambulatoria. No obstante, el agente actuante podrá considerar, a su juicio, con 
base en otros elementos externos, que un ciudadano se halla incumpliendo las 
medidas adoptadas durante el Estado de Alarma.   
   

 
Información sobre la Orden TMA/229/2020, de 15 de m arzo, por la que dictan 
disposiciones respecto al acceso de los transportis tas a determinados servicios 
necesarios para facilitar el transporte de mercancí as en el territorio nacional.  
 
 Con el objeto de dar cumplimiento a lo dictado en la citada Orden, los 
establecimientos de combustibles que dispongan de aseo  deberán facilitar su acceso  a los 
conductores profesionales . La misma obligación tendrá aquellos centros de carga y 
descarga que dispongan de este tipo de  instalaciones con los profesionales que realicen 
operaciones en ellos.  
 
 Las medidas que se puedan exigir a los conductores profesionales para el acceso a 
este tipo de instalaciones seguirán los criterios e instrucciones de prevención que con 
carácter general establezca el Ministerio de Sanidad, o las que dicho órgano pudiera 
establecer específicamente en este ámbito. 

 
Asimismo, con objeto de posibilitar los descansos adecuados en cumplimiento de la 

normativa de tiempos de conducción y descanso, que son imprescindibles para poder llevar 
a cabo las operaciones de transporte, aquellos establecimientos que dispongan de cocina, 
servicios de restauración, o expendedores de comida preparada, deberán facilitar al 
transportista profesional un servicio de catering. 
 
 
4.- SOLICITUDES DE ACLARACIÓN. 
 

Las dudas que se susciten entre el personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
en relación a la interpretación de las medidas adoptadas en el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el Estado de Alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, se trasladará al Órgano de Seguimiento y Control de 
la Comandancia, a través del correo Groupwise H.CMD.HUELVA-COS (1514-271K), por 
conducto de su Compañía.  Las Policías Locales tendrán acceso al citado órgano para la 
remisión de sus consultas a través del Comandante de Puesto de su localidad.    

_____________________________________________________________________________ 
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RESOLUCIÓN DEL MINISTRO DE JUSTICIA SOBRE SEGURIDAD LABORAL DE LA 

ADMINISTRACION DE JUSTICIA DURANTE LA PANDEMIA COVID-19 

 

Los servicios esenciales de la administración de justicia durante la pandemia COVID-19 

deben guiarse por las pautas y recomendaciones formuladas por la Autoridad Central 

Sanitaria, como institución competente para adoptar determinaciones sanitarias y de salud 

pública de interés general.  

De forma coordinada con las Comunidades Autónomas con competencias transferidas, en 
consultas con el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, y de 
conformidad con las recomendaciones de la Autoridad Central Sanitaria en virtud de la 
Orden SND/261/2020 de 19 de marzo, se adopta la presente resolución: 
 

Primera. Medidas preventivas. 

Cualquier medida de protección debe anteponer la protección colectiva a la individual. Las 

medidas de protección individual deberán ser proporcionales al riesgo de la actividad 

laboral o profesional. 

Los equipos de protección individual serán proporcionados para su utilización cuando los 

riesgos para la salud y seguridad no puedan evitarse o limitarse lo suficiente mediante la 

utilización de las medidas de protección colectiva o adopción de medidas de organización 

del trabajo. 

a) Medidas de protección colectiva. 

Las medidas de protección colectiva tienen como objetivo preferente ofrecer una 

protección simultánea a las personas trabajadoras expuestas a un determinado riesgo. 

Ante la situación de riesgo de sufrir un contagio por el Coronavirus COVID-19, son medidas 

de protección colectiva las siguientes: 

 
 No permitir el acceso a la sede judicial salvo que medie la justificación 

correspondiente. 

 Limitar el número de personas que accede y el tiempo de exposición al mínimo 

posible. 

 Disponer de geles de base alcohólica o soluciones hidroalcohólicas que deberán ser 

utilizados sistemáticamente por todas las personas tras rebasar la puerta de la sede 

judicial. 
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 Dotar de mascarilla al usuario/justiciable/detenido, así como al acompañante si su 

presencia fuera necesaria cuando sea imprescindible el acceso a la sede y se 

manifieste algún tipo de afección respiratoria (tos o estornudos). Deberán tener la 

mascarilla durante todo el recorrido que deba realizar en la sede judicial. 

 Establecer distancias mínimas de seguridad de al menos 2 metros, tanto en los 

accesos como en espacios de atención al público para evitar acumulación de 

personas en las zonas de acceso, espera y de atención al público. 

 Dotar de elementos de protección colectiva en los puestos de atención al público 

(mamparas de seguridad, cintas de seguridad, balizamiento…) para evitar 

interactuaciones con el público y posibles salpicaduras por tos o estornudos 

involuntarios. 

 Intensificar las actuaciones de limpieza y desinfección de las superficies y espacios 

de trabajo, con especial atención, entre otros, a pomos de puertas, pasamanos, 

interruptores, botones de ascensores, lavabos, suelos, teléfonos, medios 

telemáticos de uso común o compartido empleados para videoconferencias u otros 

usos, así como sus accesorios (mandos) 

 

b) Medidas de organización del trabajo. 

 

Las medidas de organización del trabajo son las siguientes: 

 Fomentar y optimizar la utilización de los medios telemáticos disponibles con el 

objetivo de evitar desplazamientos.  

 Excluir, en las dotaciones mínimas de los servicios esenciales establecidos, a las 

personas que en función de sus características personales o estado biológico conocido 

puedan ser consideradas como especialmente sensibles (patologías previas como 

hipertensión arterial, diabetes, enfermedades cardiovasculares, enfermedades 

pulmonares crónicas, cáncer, inmunodeficiencias, embarazo, lactancia u otras 

asimilables). Deberán comunicar estas circunstancias a sus superiores.  

 Cuando estén previstos desplazamientos urgentes e inevitables a centros sanitarios, 

penitenciarios, de menores, residencias de ancianos o cualesquiera otros de similar 

naturaleza, establecer la debida coordinación con la dirección del centro garantizando 

que cuentan medidas de protección adecuadas en aras de una actuación con garantías 

de seguridad y sin riesgo. 

 Limitar, en todo lo posible, los traslados de detenidos y presos a la sede judicial, 

arbitrando el sistema de videoconferencia o cualquier otro que permita la 

comunicación bidireccional de sonido e imagen para su puesta a disposición judicial o 

la actuación procesal que corresponda. Esta medida podrá ser aplicada también en los 

supuestos de ratificación judicial del internamiento del artículo 763 LEC y de audiencia 
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de los artículos 759 LEC y 62 de la Ley 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y 

Libertades de los Extranjeros en España y su integración social.  

 Fijar el debido distanciamiento temporal de señalamientos o citaciones, en cuanto 

fuera posible, para evitar la acumulación de personas en las sedes judiciales y en las 

zonas de espera, y favorecer las tareas de limpieza de las salas entre los diferentes 

señalamientos. 

 

c) Medidas de protección individual no exhaustivas. 

 

Las medidas de protección individual tienen como objetivo preferente ofrecer una 

protección personal a las personas trabajadoras expuestas a un determinado riesgo. 

 

Son medidas de protección individual a adoptar en el seno de la Administración de Justicia:  

 

 Seguir estrictamente las medidas de protección encaminadas a controlar y reducir la 

transmisión del coronavirus. 

 De padecer un cuadro de tipo respiratorio, comunicarlo al médico de atención primaria 

y/o responsables de sanidad de la comunidad autónoma y seguir las instrucciones al 

efecto. 

 Reforzar las medidas de higiene personal en todos los ámbitos del trabajo y frente a 

cualquier escenario de exposición, recomendando en particular: 

 

- Mantener una adecuada y frecuente higiene de manos, según la técnica correcta, 

como medida principal de prevención y control de la infección, para evitar 

contactos accidentales con secreciones o superficies contaminadas con las mismas. 

- Esta higiene se hará utilizando agua y jabón, o en caso necesario, soluciones de base 

alcohólica, hidroalcohólicas o con agua y jabón antiséptico.  

- El secado de manos se realizará con papel desechable. 

- El haber utilizado guantes no exime de realizar la correcta higiene de manos tras su 

retirada.  

- Las uñas deben llevarse cortas y cuidadas. 

- Cubrir la boca y nariz al toser o estornudar con un pañuelo desechable que se tirará 

a la basura. De no disponer de pañuelo de papel, se debe toser o estornudar sobre 

el brazo, en el ángulo interno del codo, para no contaminar las manos. 

- Evitar tocarse los ojos, nariz y boca y taparse con la mano, en caso de sufrir un 

acceso de tos inesperado. En caso de taparse con la mano, evitar tocarse los ojos, 

nariz y boca y lavarse las manos inmediatamente. 

- Lavar las manos previamente al colocar y retirar lentillas. 

- No compartir objetos de uso personal (bolígrafos, vasos, platos y similares). En caso 

de ser necesario el intercambio de objetos con otros compañeros o usuarios 
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(bolígrafos, documentos…) se realizará una desinfección de manos después de cada 

uno de ellos. 

- Mantener una distancia de seguridad de dos metros con personas que muestren 

signos de afección respiratoria. 

- Evitar el uso de adornos (relojes, anillos, pulseras, pendientes y similares).  

 

 Poner a disposición de las dotaciones de servicios esenciales, mascarillas y guantes para 

salidas urgentes. Las mascarillas se cambiarán si se humedecen y no se reutilizarán si 

son de un solo uso, evitando tocarla durante su utilización. Los guantes se desecharán 

diariamente o tras rotura o deterioro, evitando tocarse la cara cuando se lleven 

puestos. Ambos equipos se depositarán, tras su uso, en un contenedor/papelera 

habilitada a tal fin.  

 

d) Medidas sobre el entorno físico del trabajo: 

 

  Medidas informativas para trabajadores y público en general:  

 

- Colocar carteles informativos en los lugares de trabajo, conteniendo las 

indicaciones de seguridad que deban observarse. Los carteles se colocarán en zonas 

visibles, en el acceso del público al local, zonas próximas a los puestos de atención, 

zonas de espera y zonas de paso y confluencia de público y trabajadores.  

- Colocación de carteles en aseos y zonas comunes, con información sobre la forma 

de lavarse las manos.  

 

 Medidas de higiene en espacios de trabajo:  

 

- Prestar una limpieza y desinfección frecuente, con especial atención a zonas de 

afluencia y uso común (zonas de espera, aseos, puntos de información, puestos de 

atención…).  

 

 Medidas sobre las condiciones ambientales de trabajo:  

 

- Intensificar las medidas de aireación y ventilación de los lugares de trabajo.  

 

Segundo. Protocolo para casos positivos y/o de aislamiento 

 
a) Por parte del afectado:  

 
 Contactar con el servicio de salud y seguir sus instrucciones. 
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 Comunicar la situación de incapacidad temporal a través de la Gerencia Territorial u 

órgano equivalente de la Comunidad Autónoma si se trata de personal dependiente de 

una Comunidad Autónoma con competencias transferidas.  

 Comunicar la situación a sus respectivos superiores jerárquicos/funcionales.  

 Informar a su entorno laboral más cercano. 

 

b) Por el superior jerárquico/funcional del trabajador afectado:  

 
 Comunicar el positivo (y en su caso la incapacidad temporal) o la indicación de 

aislamiento recibida por el trabajador o trabajadora a la respectiva Gerencia Territorial 

u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma.  

 Adoptar las decisiones organizativas oportunas para garantizar la prestación de los 

servicios esenciales.  

 Comunicar la situación de forma urgente al personal del órgano u oficina del 

trabajador/a respectivo a efectos de que puedan adoptar las medidas de precaución 

oportunas. 

 Dicha comunicación comprenderá tanto la confirmación del positivo como las 

recomendaciones de las autoridades sanitarias:  

 Si el resto de trabajadores no presentara síntomas de infección respiratoria (fiebre, tos, 

disnea, dolores musculares, etc) se recomienda extremar las medidas generales de 

higiene y protección de los demás empleados, tales como:  

 
- Evitar el contacto físico directo con otras personas.  

- Evitar permanecer de forma prolongada a distancias menores de 2 metros de los 

demás.  

- Evitar en la medida de lo posible las reuniones y las actividades grupales.  

- Extremar las medidas de higiene respiratoria, como cubrirse la nariz y la boca al 

toser o estornudar, preferiblemente con la parte interior del codo o con un pañuelo 

desechable (que se debe desechar adecuada e inmediatamente en una papelera). 

- Lavado de manos frecuente (con agua y jabón o soluciones hidro-alcohólicas) 

especialmente después de toser, estornudar y tocar o manipular pañuelos u otras 

superficies potencialmente contaminadas.  

- Evitar llevarse las manos a la cara.  

 
Las medidas generales de prevención que se proponen deben tomarse fundamentalmente 
por la persona que ha tenido el contacto. Por su parte, los demás deben colaborar para que 
las medidas de prevención se puedan desarrollar lo más adecuadamente posible. 

 
c) Por la Gerencia Territorial u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma: 

 
 Se darán las instrucciones pertinentes a las empresas de limpieza para intensificar las 

medidas de limpieza y desinfección del puesto de trabajo y zonas de uso común.  
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 Comunicará a las autoridades sanitarias respectivas tanto el positivo como las 

circunstancias necesarias para que, por parte de dichas autoridades, se valore la 

adopción de las medidas oportunas.  

 Comunicará la información y las resoluciones dictadas por las autoridades sanitarias 

referentes a las órdenes de cierre, cese de la actividad laboral, aislamiento u otras. 

 

Tercero. Actividades y riesgo de exposición  

Se consideran exposiciones de riesgo aquellas situaciones laborales en las que se puede 

producir un contacto estrecho con un caso confirmado de infección por el SARS-CoV-2 

sintomático. 

Se considera contacto estrecho el de cualquier trabajador que proporciona atención o 

cuidados a un caso probable o confirmado sintomático. Asimismo, el de cualquier 

trabajador que esté en el mismo lugar y una distancia menor de 2 metros que un caso 

probable o confirmado sintomático (ej. visitas, reuniones/viaje de trabajo). 

 

Se consideran exposiciones de bajo riesgo aquellas situaciones laborales en las que la 

relación que se pueda tener con un caso probable o con un caso confirmado no incluye un 

contacto estrecho. 

Se considera baja probabilidad de exposición la de las personas que no tienen atención 

directa al público o, si la tienen, se produce a más de dos metros de distancia, o disponen 

de medidas de protección colectiva que evitan el contacto tales como mamparas de cristal 

otros similares. 

Estas recomendaciones se pondrán en conocimiento de los respectivos servicios de 

prevención de riesgos laborales y de los Comités de Seguridad y Salud para conocimiento y 

traslado.  

 

 

En Madrid el 23 de marzo de 2020 

El Ministro de Justicia, Juan Carlos Campo Moreno 
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Tras aprobase el Real Decreto de estado de alarma  
 

El Notariado garantiza servicios de urgencia y solicita la 
colaboración ciudadana  

 

Madrid, a 15 de marzo, 2020.- Tras publicarse en el BOE el Real Decreto por el que se 

declara el estado de alama, el Notariado adoptará, en estrecha colaboración con la 

Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, las medidas necesarias para 

garantizar los servicios notariales de urgencia. De igual manera, pide a los ciudadanos 

su colaboración para evitar la extensión de la pandemia.  

 

Así, les indica que no acudan a las notarías sin cita previa y que solo la soliciten para 

cuestiones de grave urgencia. Para hablar con las notarías tienen a su disposición en 

la web www.notariado.org un localizador de notarios por localidades, códigos postales 

y apellidos.  

 

Para las citas ya concertadas se ruega a los ciudadanos que se pongan en contacto 

con las notarías para valorar, en función de su urgencia, su mantenimiento o 

aplazamiento.  

 

El Consejo General del Notariado agradece a los ciudadanos su colaboración en pro 

del bien común, y a los casi 3.000 notarios y a sus más de 17.000 empleados la 

dedicación y entrega que están demostrando en estos momentos tan difíciles para 

todos.  

 

En aras de garantizar la prestación del servicio público notarial, el Consejo General del 

Notariado remitió el viernes una circular a todos los notarios en la que establecía una 

serie de medidas. 

 

Entre ellas recomendaba a los notarios dosificar la autorización y firma de documentos 

notariales y valorar la conveniencia de establecer turnos laborales o de teletrabajo de 

sus empleados.  

 

Además, les aconsejaba reducir al mínimo la autorización de documentos notariales 

fuera de las notarías y no hacerlo si no es por causas graves o inaplazables. En caso 

de ser requeridos por personas enfermas, deberán contar con las mismas medidas de 

seguridad que el personal sanitario.  

 
También recomendaba a los 17 Colegios Notariales (uno por comunidad autónoma), 
en función de su territorio y numero de colegiados, el establecimiento de turnos de 
guardia rotatorios en los distintos distritos, con la finalidad de asegurar, en un 
escenario de contagio generalizado, el servicio público notarial de urgencia. 
 

Consejo General 

del Notariado 
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RESOLUCIÓN DEL MINISTRO DE JUSTICIA EN APLICACIÓN DE LA ORDEN SND/272/2020 

DEL MINISTERIO DE SANIDAD SOBRE MEDIDAS EXCEPCIONALES PARA EL REGISTRO CIVIL 

DURANTE LA PANDEMIA COVID-19 

 

 

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que declaró el estado de alarma con motivo de 

la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, acordó entre otras, la medida de contención 

extraordinaria de limitar la libertad de circulación de los ciudadanos, para evitar la 

propagación del virus. En esta línea, por el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía 

General del Estado y el Ministerio de Justicia se acordaron los servicios esenciales que 

debían prestarse por la Administración de Justicia, evitando así que muchos funcionarios 

debieran desplazarse para realizar su trabajo ordinario. 

Entre los servicios esenciales se encuentra la atención permanente al Registro Civil durante 

las horas de audiencia, asegurando en particular, la expedición de licencias de 

enterramiento, para la cual es un requisito previo la inscripción en el Registro de la 

defunción. 

No obstante, la evolución del virus ha producido un significativo incremento en el número 

de fallecidos que exige la adopción de las medidas necesarias para poder dar destino final 

a los cadáveres con la mayor agilidad posible y de esta forma evitar que se pueda producir 

su acumulación en hospitales o tanatorios. La acumulación de los cadáveres no guarda el 

debido respeto por los que han fallecido, y produce una terrible sensación de desolación 

en el personal sanitario, así como un sentimiento de impotencia en las familias que no 

pueden despedirse de sus familiares. 

Por este motivo, el Ministerio de Sanidad ha dictado la Orden SND/272/2020, de 21 de 

marzo, por la que se deja en suspenso el plazo de 24 que la vigente Ley del Registro Civil 

exige entre la defunción y el enterramiento, para permitir que los familiares puedan 

disponer en el menor plazo posible lo que estimen oportuno sobre las exequias de sus 

familiares fallecidos. Esta orden complementa el propio artículo ochenta y siete de la Ley 

del Registro Civil que prevé que, en tiempo de epidemia, de existir temor fundado de 

contagio o cuando concurran otras circunstancias extraordinarias, los preceptos sobre 

defunción y enterramiento de la Ley pueden verse alterados.  
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De forma coordinada con las Comunidades Autónomas con competencias transferidas, en 

consultas con el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, y de 

conformidad con las recomendaciones de la Autoridad Central Sanitaria en virtud de la 

Orden SND/261/2020 de 19 de marzo, se adopta la presente resolución: 

 

Primero. El servicio esencial de la Administración de Justicia para la inscripción de las 

defunciones y expedición de las licencias de enterramiento durante la vigencia del estado 

de Alarma decretado por el RD 463/2020, de 14 de marzo, estará disponible durante todos 

los días de la semana en horario de mañana y de tarde. 

 

Segundo. Esta función deberá ser prestada por al menos un funcionario de cada uno de los 

Registros Civiles de las cabeceras de los partidos judiciales de toda España, de lunes a 

domingo, en el horario habitual de mañana y entre las 17:00 y las 20:00 en horario de tarde, 

en los turnos que establezcan los Letrados de la Administración de Justicia que tienen 

asignadas funciones de Registro Civil. Este servicio adicional no se acumulará a los ya 

acordados para los Registros Civiles. 

Al establecer estos turnos, el Letrado de la Administración de Justicia podrá acordar cuáles 

de ellos podrán ser cubiertos mediante disponibilidad del funcionario a quien corresponda, 

en atención a las necesidades concretas de cada partido judicial y garantizando en todo 

caso que el servicio pueda ser prestado en el horario determinado en el párrafo anterior. 

 

Tercero. Las licencias de enterramiento podrán ser firmadas por el Juez que esté de Guardia 

en cada partido judicial o por el Juez encargado del Registro Civil. 

En aquellos partidos judiciales en los que existe más de un Registro Civil exclusivo, la 

inscripción se llevará a cabo por los funcionarios del Registro Civil. 

En aquellos otros en los que no existe Registro Civil exclusivo o existe sólo uno, el 

funcionario que preste este servicio podrá ser sustituido por uno de los que presta el 

servicio de juzgado de guardia, cuando las particularidades de las sedes lo hagan posible. 

 

Cuarto. Cuando los medios materiales lo permitan, este servicio podrá ser prestado de 

forma no presencial. 

 

Quinto. La presente Resolución producirá efectos desde el momento de su firma. 

En Madrid el 23 de marzo de 2020 

El Ministro de Justicia, Juan Carlos Campo Moreno 

Código Seguro de
verificación:
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